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			Presentación






			I






			Desde el inicio quiero informar al lector que entre diciembre de 2018 y julio de 2019 actué como subsecretario de Educación Básica, bajo la dirección de Esteban Moctezuma. Me uní al proyecto de Andrés Manuel López Obrador atraído por su promesa reiterada de que gobernaría para acabar con la pobreza y construir una sociedad justa y democrática. Esa promesa fue un imán poderoso para muchas personas como yo que participamos durante décadas en luchas por la democracia y la justicia social, en mi caso empezando con el movimiento estudiantil democrático de 1968. A causa de ello sufrimos cárcel y persecuciones. El motor principal para lograr ese gran cambio es, en mi opinión, la educación. No puede concebirse una verdadera transformación del país si no se piensa, antes que nada, en formar a nuevas generaciones de mexicanos: ciudadanos autónomos, libres, respetuosos de la ley y el orden, capaces de pensar y decidir por sí mismos, informados y dotados de habilidades para luchar por la justicia y defender la democracia. Ciudadanos no egoístas, comprometidos con el bienestar de los demás, tolerantes, enemigos de las discriminaciones y exclusiones por razón de clase social, raza, creencias, orientación sexual o edad. Ciudadanos trabajadores, autodisciplinados y, al mismo tiempo, seres humanos sensibles comprometidos auténticamente con el destino de su país.






			Sabemos, sin embargo, que el sistema educativo en su condición actual, socavado por el centralismo, la burocratización, la falta de recursos, las desigualdades internas, el abandono de la formación docente, etc., no podía ser la fragua que forjaría a esas nuevas generaciones. La ruta era muy clara: se necesitaba apostar por la renovación educativa. Apostar en serio, valorizándola, introduciendo cambios en la gestión, realizando una gran inversión el sector, poniendo la Secretaría de Educación Pública (SEP) en manos de educadores connotados, fortaleciendo al profesorado, creando estímulos poderosos para el esfuerzo y el mérito de los maestros, vigorizando a las escuelas normales, creando fuertes programas de formación docente y aplicando políticas diferenciadas para cada nivel educativo, comenzando con la educación inicial. Pero al llegar a la SEP me sorprendió advertir signos en sentido contrario. El presidente de la República había seguido criterios políticos para integrar el equipo de la SEP. Se trataba de personas —todas muy amables conmigo— con experiencia política en los diversos partidos —la mayoría provenía del Partido Revolucionario Institucional (PRI)—, pero que ahora eran cercanas al presidente. Lamentablemente esas personas tenían poco o nulo conocimiento de la materia educativa (aunque, como ocurre siempre, armadas de sentido común, opinaban libremente de cualquier tema educativo).






			En una de mis primeras reuniones de trabajo se presentó ante nosotros un subsecretario de Hacienda, quien, sin argumento alguno, con voz de mando militar, exigió que suprimiéramos 50% de los programas de la SEP. No hubo argumento alguno, era una orden presidencial y nadie se atrevió a contradecirla. Se requerían recursos para financiar los programas prioritarios del Ejecutivo. Ésta era la nueva lógica gubernamental. Desde mi posición privilegiada fui testigo enseguida del impacto brutal de la política de austeridad y, más tarde, nuevos recortes presupuestales castigaron numerosos programas, principalmente los que apoyaban los servicios educativos de las comunidades más pobres, como las escuelas comunitarias, la educación indígena y la educación especial. También comprobé el estilo autoritario de Andrés Manuel López Obrador (AMLO). El presidente de la República no consulta a su gabinete: simplemente le da órdenes. En las reuniones de gabinete ampliado sólo habla el presidente, los secretarios y subsecretarios guardan silencio, se limitan a escuchar con silencio respetuoso y sumiso. Nunca se levanta una voz discrepante. O, con más precisión, nunca se escucha otra voz que la del presidente. En julio de 2019 tuve un fuerte desacuerdo con el secretario Esteban Moctezuma respecto al método para elaborar un nuevo proyecto educativo, él me descalificó en público y yo inmediatamente le presenté mi renuncia. El secretario me solicitó que pospusiera la fecha de mi salida, cosa que se produjo hasta febrero de 2020.


	





			II






			La tesis de este libro es que la educación de México experimenta una regresión o retroceso. El gobierno federal actual eliminó la reforma educativa de 2013, pero no produjo, como se esperaba, un nuevo proyecto para mejorar la educación nacional; en cambio, puso en práctica políticas que en varios aspectos repercuten negativamente sobre la oferta educativa y sobre los aprendizajes. El presidente Andrés Manuel López Obrador volvió la espalda a la educación persiguiendo un objetivo político, en el sentido populista, mezquino, del término. Concibe a la educación sólo como espacio de oportunidad para sus políticas clientelares, no es capaz de comprenderla como transmisión cultural para la justicia, para la democracia y para el cambio tecnológico. Esta limitación se asocia a su visión estrecha y parcial del país. Él piensa al pueblo exclusivamente como población rural y urbana pobre, no alcanza a observar al México industrial, urbanizado, moderno y exportador de bienes con alto componente tecnológico. Excluye a la parte moderna de México y desprecia a las clases medias que constituyen la base social que dinamiza la democracia y el desarrollo. Su rechazo a la modernidad le impide comprender que la lucha contra la pobreza debe comenzar por producir más riqueza y que la educación, la formación de recursos humanos y buenos ciudadanos es el instrumento más poderoso que tenemos para disminuir la pobreza y construir una sociedad más igualitaria. AMLO está peleado con la modernidad, y ese prejuicio marca la pauta de su conducta ante el mundo educativo.






			El abandono de la educación sucede, lamentablemente, cuando el sistema educativo nacional enfrenta una gravísima postración, bajo el impacto de viejas inercias —como la masificación, el centralismo, la burocracia, el abandono del magisterio, los bajos aprendizajes, etc.— y por los efectos catastróficos que trajo consigo la pandemia. La pandemia tendió una nueva sombra sobre un escenario que era crítico desde hace décadas.
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			Esta obra incluye una serie de ensayos sobre aspectos centrales de la educación bajo la presidencia de Andrés Manuel López Obrador.






			El ensayo “El populismo en educación” intenta describir cómo el Ejecutivo controla al sector federal de la educación y cómo, en todos los casos, se guía no por criterios educativos o éticos, sino por intereses políticos y clientelares. Su objetivo es ganar la aprobación, la gratitud y la veneración de su persona en la población más humilde del campo y de la ciudad.  Tal es el estilo populista de gobernar. El presidente no posee un concepto moderno de educación y, por una extraña extravagancia, se interesa en crear instituciones educativas, que, aunque atienden efectivamente a los más pobres, no cumplen con las normas mínimas de calidad. Tiene una idea abstracta e instrumental del sistema educativo. Aunque reconoce la fuerza política de los maestros, no muestra sensibilidad ante las carencias y dolencias que aquejan al magisterio, por el contrario, ha exprimido el presupuesto educativo para financiar sus programas clientelistas sin importarle que eso conlleve el abandono de los programas dirigidos a mejorar la preparación de los docentes y la supresión de programas de enorme valor como Escuelas de Tiempo Completo, Atención a la Diversidad de la Población Indígena, Programa Nacional de Convivencia Escolar, etc. El presidente no está reformando el poder público para edificar un Estado de bienestar, su única obsesión es acumular poder en su persona, en su espíritu no cabe el valor de la generosidad que le obligaría a preocuparse por fortalecer al sector —la educación— en el que el pueblo pobre de México deposita sus anhelos de superación.






			Roberto Rodríguez, en “Claroscuro de la reforma educativa 2013-2018”, hace un balance global de la reforma educativa de dicho periodo, sopesando sus virtudes y defectos. Hubo en ella errores de diseño y de aplicación que suscitaron enorme malestar en el magisterio, pero no cabe duda de que, en vez de suprimirla con exagerada precipitación para dar satisfacción a sus detractores, debió ser objeto de una evaluación retrospectiva para recuperar elementos valiosos que se produjeron (como la existencia de un órgano encargado de la evaluación educativa, la vinculación dinámica entre evaluación y formación y el abanico de estímulos que se creó para apoyar el trabajo docente). Se derogó la “mal llamada” reforma educativa con ánimo triunfalista, pero después de ella no se ha movido nada en el sector educativo. 






			Enseguida, Eduardo Backhoff, en su colaboración “Nacimiento y muerte del INEE: una historia para contarse”, hace esta reflexión: “La evaluación de las políticas y programas de interés social, donde se invierte dinero público, debe considerarse necesaria y obligatoria para que un país pueda valorar el estado en que se encuentran los distintos ámbitos del Estado, se puedan tomar las mejores decisiones de gobierno y se rindan cuentas a la sociedad”. No evaluar la educación es una renuncia del gobierno a rendir cuentas y una negativa a establecer bases firmes para el lanzamiento de políticas encaminadas a elevar su calidad y su eficiencia. Backhoff hace un recorrido por la historia del Instituto Nacional de Evaluación Educativa (INEE), el cual, como se sabe, fue suprimido por el gobierno de AMLO. Su conclusión es lapidaria: “La historia se encargará de juzgar la decisión presidencial que, en mi opinión, representa un grave retroceso para la educación del país”.






			En su aportación, “La (no tan) Nueva Escuela Mexicana”, Carlos Ornelas nos ofrece un análisis teórico y crítico sobre el valor simbólico, retórico, que ha tenido ante el público la expresión Nueva Escuela Mexicana que el gobierno federal y la SEP han utilizado (incluso se integró a la Ley General de Educación) frecuentemente en sus pronunciamientos públicos. Ornelas documenta, además, que durante el sexenio de Vicente Fox el término fue acuñado y utilizado por el subsecretario de Educación Básica Lorenzo Gómez Morin. Sin embargo, en el gobierno actual la expresión no ha logrado traducirse en un proyecto educativo de reforma.






			Por su parte, Alma Maldonado y Bernardo Bolaños, en el capítulo “El nuevo artículo 3º constitucional”, analizan el proceso de reelaboración del texto del artículo 3º de la Constitución que se llevó a cabo en la Cámara de Diputados. Una serie de circunstancias hizo posible que un grupo de académicos y representantes de la sociedad civil coligados en el colectivo Red Educación y Derechos (RED) elaborara un proyecto alternativo al plan presidencial que exhibía omisiones y defectos notables. La negociación fue tensa y conflictiva —se sufrió incluso un asalto al edificio legislativo por parte de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE)—, y aunque no se pudieron evitar algunos absurdos (como el de eliminar el término calidad) se consiguió, a la postre, una redacción medianamente decorosa.






			Jorge Javier Romero, en “La reconstrucción de la gobernabilidad corporativa en educación”, sostiene la tesis de que la reforma educativa de 2013 anuló el pacto corporativo entre el Estado y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) al eliminar todos los organismos de cogobierno que se crearon en 2008 con la Alianza por la Calidad de Educación y despojar al sindicato y sus secciones del manejo directo de las plazas. Interesado en guardar la estabilidad política, el gobierno de López Obrador no dudó en restaurar el pacto corporativo al establecer un sistema de ingreso y promoción docente sin la mediación de la evaluación y a través de procedimientos laxos y ambiguos. Esto ha permitido que en algunos casos se produzca el llamado pase automático de alumnos de normal al trabajo docente.






			En su correspondiente ensayo, “El Programa de Becas para el Bienestar Benito Juárez”, Dinorah Miller hace un excelente análisis crítico de los programas de becas del presidente. En este sexenio se introdujo un mecanismo de asignación de becas que consiste en que el estímulo aparece como un apoyo asistencial desde el Ejecutivo a las familias desligado de todo propósito educativo. En el programa Prospera, que fue suprimido, se otorgaban becas por alumno y el mundo de las becas crecía al pasar el estudiante de grado, existía además una estrecha relación familia-escuela y se llevaba un registro de cada trayectoria individual. Esto cambió en el actual sexenio porque ya no hay becas por alumno, sólo se otorga una cantidad de dinero a la familia sin que exista vínculo alguno con el desarrollo educativo de los estudiantes.






			En el capítulo “El espejo presupuestal de la reforma educativa”, Marco Antonio Fernández y Laura Noemí Herrera hacen una revisión meticulosa del manejo del presupuesto educativo en estos tres años. La inversión en educación aumentó ligeramente —de 4.5 a 5.1% del producto interno bruto (PIB)—, pero en este periodo se han suprimido 16 programas educativos, entre ellos algunos de gran importancia para lograr la inclusión y la equidad en los servicios. Se ha dado prioridad a las becas, pero siguiendo criterios arbitrarios para su asignación: por ejemplo, se decidió establecer la beca “universal” para alumnos de educación media superior haciendo caso omiso a la evidencia abrumadora de que las becas no tienen impacto sobre la permanencia y el aprendizaje y una evidencia contundente es que, no obstante la beca, en estos tres años ha disminuido la matrícula de bachillerato. El problema se halla en los rezagos de aprendizaje que los alumnos arrastran desde la escuela primaria. Los recursos para el acompañamiento docente disminuyeron 89%, y dado el estado de debilidad financiera es improbable que el gobierno federal pueda hacer frente con éxito al tsunami educativo que acarreó la pandemia. Los efectos de ésta sobre la educación son múltiples: se perdieron aprendizajes, pero también se crearon situaciones sociales inéditas con el confinamiento: inmovilidad, suspensión del encuentro social y pérdida de la experiencia escolar.






			Los resultados de una encuesta, informan Benilde García y Salvador Ponce en “El recuento de los daños, los aprendizajes generados por el covid-19 y el día después… Reflexiones para México”, muestran que ha habido en los alumnos un decremento sustancial en el promedio de horas dedicadas a estudiar que implican una caída de cerca de 30% en el tiempo dedicado a los estudios. La escuela, dicen estos autores, no es sólo un lugar para aprender, es una institución social que favorece numerosas experiencias: la interacción social, la identidad individual, el sentido mismo de la vida se encuentran en la experiencia escolar. La suspensión de clases tuvo respuestas diversas en el mundo. En Finlandia se produjo una reacción rápida en pocos días gracias a las ventajas de disponer de computadoras y contar con un profesorado competente. Otra respuesta, lenta y desigual, se produjo en México. El efecto de la pandemia acentúa las desigualdades sociales y el uso de las tecnologías ha mostrado en esta crisis tanto sus potencialidades como sus limitaciones. El regreso a clases representa un desafío que, con la intervención de todos los actores educativos, puede conducirnos a mejores formas de enseñar y aprender.






			La psicóloga clínica Claudia Juárez nos ofrece, en “Los efectos de la pandemia sobre las familias y los niños”, un recuento de los efectos que el confinamiento y el cierre escolar han tenido sobre la salud mental de los miembros de la familia. Después de mencionar datos que ofrecen entidades internacionales —nos dice, por ejemplo, que la Organización Mundial de la Salud (OMS) estima que una de cada cuatro familias enfrenta por lo menos un caso de enfermedad mental—, presenta los resultados de un sondeo que llevó a cabo entre 200 familias. El 60% menciona haber experimentado cambios negativos con la pandemia, los encuestados señalaron la falta de privacidad (45.9%), pelear más (35.5%), falta de convivencia, aunque estén juntos (17.7%). Otros cambios negativos mencionados fueron más estrés (“dejamos de ver a familiares por miedo al contagio, el aislamiento es un candado”, “estar atrás de mis hijos para organizar sus calendarios y atender a su mascota”), dificultad para tener la casa ordenada, falta de tiempo individual, conflicto con las clases en línea, aburrimiento (“siempre estamos cansados mi esposo y yo porque tenemos a los niños todo el tiempo y no tenemos ayuda en casa”), falta de actividad física y engordar, desacuerdos en cuanto al cuidado de los hijos, ansiedad y miedo (“no hay puertas en mi casa, por lo que se oye todo”), uso de dispositivos por más tiempo, dificultad para entretener a los niños pequeños tantos días sin salir de casa crea desesperación, frustración, menos tolerancia (“como mamá me requieren cada segundo del día como si fueran pequeños”), nuevos gastos al pagar el apoyo para las clases (“pasé de ser sólo su mami a ser su maestra, su facilitadora y su asistente. He perdido la paciencia muchas veces y lo trato feo), extrañar la convivencia con los amigos, divorcio, situación complicada de los padres, etcétera.






			En el capítulo “Las escuelas normales y el principio de realidad”, el profesor Marco Antonio Savín subraya el contraste entre las promesas del gobierno federal con la práctica. En mayo de 2019 se realizó un congreso nacional de escuelas normales con participación de delegados de todas las escuelas normales públicas (en total 265), y de esa reunión, representativa, animada por un gran optimismo, surgió la Estrategia Nacional de Mejora de las Escuelas Normales. Estrategia que contenía 400 distintas acciones y ordenada alrededor de cinco principios rectores: 1) Fortalecimiento de la infraestructura de las escuelas normales, 2) Promoción de nuevos procesos pedagógicos, 3) Revalorización del magisterio y mejora de las condiciones de su trabajo, 4) Participación de las comunidades normalistas en la construcción de sus planes y programas de estudio e incorporación de contenidos regionales y locales, y 5) Formación integral, capacitación y actualización de los formadores de docentes. Un programa excelente que nunca tuvo, lamentablemente, ningún apoyo material para llevarse a la práctica. El presupuesto para las escuelas normales se redujo de 783 (2018) a 170 millones de pesos (2021). Una reducción brutal sólo explicable por la canalización de los recursos educativos hacia los programas que más le interesan al presidente. Ningún gobierno anterior castigó de tal manera a este subsector cuya importancia para la educación nacional nadie puede poner en entredicho.






			Carlos Mancera, en “¿Crecimiento de la desigualdad educativa?”, hace un ejercicio de evaluación de la gestión educativa sexenal preguntándose hasta qué punto las acciones del gobierno cumplen con el objetivo de lograr la (siempre) prometida equidad educativa. Aborda el tema desde la perspectiva de la escolaridad y de los aprendizajes. El interés del gobierno por ampliar la escolaridad se manifiesta en el aumento del número de becas y en la disposición de hacer obligatoria la educación superior. Las becas han aumentado mucho, pero siempre a costa de castigar al resto de los programas de educación. Las becas han perdido focalización, que en el programa Prospera era meticulosamente cuidada. Además, las becas se justifican cuando el peligro de deserción se encuentra en los factores económicos y las investigaciones revelan que la economía no es la primera causal del abandono escolar. En su mayoría, los alumnos dejan la escuela por deficiencias de aprendizaje que arrastran desde la primaria. En educación media superior se decidió becar a cada estudiante de instituciones públicas, pero es evidente que no todos necesitan esos recursos. Lo que resulta catastrófico es que en estos tres años ha habido en casi todos los niveles una disminución de la matrícula. Dice Mancera: “Al comparar los datos del ciclo escolar 2019-2020 con los de 2018-2019, se observa que en todos los niveles de la educación básica y en la educación media superior hay una caída tanto en la cobertura bruta como en la tasa de escolarización, con la excepción de la secundaria, en que se produce un ligero repunte en la cobertura bruta. En cambio, en la educación superior, la cobertura crece alrededor de un punto porcentual”. El decremento en la cobertura es un fenómeno que debe alarmarnos: confirma que la política de becas, al menos en su primer año, fue un fracaso y que repercutió disminuyendo la fuerza de programas más relevantes para la mejora de la educación. La pandemia agravó este escenario pues el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) registró en 2020 una deserción de 5.2 millones de alumnos. Para 2021 no se creó una partida para la ampliación de la oferta educativa, lo que sería inocuo en el nivel de primaria, pero no así en preescolar, secundaria, media superior y superior. Con esta desatención, agrega el autor, se corre el riesgo de que ocurra algo que no ha sucedido en la historia de México durante toda la época posrevolucionaria: una caída en la cobertura educativa. En cuanto a la equidad medida por el impacto de la política sobre los aprendizajes, Mancera ofrece una descripción rica en información documental y datos numéricos sobre la eliminación de programas con impacto positivo en el aprendizaje.






			En “La educación superior en el cálculo populista”, Adrián Acosta dice que “es claro que la educación superior no es una prioridad” en la agenda política presidencial. El oficialismo obradorista ha impuesto sobre este sector —y en especial a las universidades públicas— una austeridad que no tiene precedente en el pasado inmediato y en cambio ha dado trato preferencial a dos programas que se convirtieron en prioritarios: el sistema de Universidades para el Bienestar Benito Juárez García y el programa Jóvenes Escribiendo el Futuro. La austeridad se explica, en parte, por las inercias del pasado, pero en gran parte es resultado de la decisión política presidencial que refleja una desconfianza instintiva hacia las instituciones de educación superior. No hay una política de educación superior. Lo que hay es una narrativa anclada en emociones, prejuicios, símbolos y decisiones que no están ancladas en un proyecto consistente de mediano o largo plazo. Acosta analiza el contexto político que enmarca a la educación, reflexiona enseguida sobre las herencias del pasado y, por último, ofrece los aportes polémicos de la Cuarta Transformación en educación superior y sus resultados. No hay una política para las instituciones de educación superior (IES), concluye, lo que hay es una agenda pragmática, de corto plazo, guiada por una lógica clientelar, electoral y populista.






			Por último, Alejandro Canales, en “Las Universidades para el Bienestar Benito Juárez García: ¿oportunidades o mayor segmentación educativa?”, presenta un estudio crítico del proceso de creación de las 100 universidades que en 2018 el presidente López Obrador prometió construir en el plazo increíble de un año. Dos años después informó que la cifra de 100 había sido rebasada: “Están terminadas o en proceso 140 universidades públicas”. Por el número y el plazo de tiempo, resultaba algo inverosímil. El programa Universidades para el Bienestar Benito Juárez quedó consignado en el sitio siete de los Cien Compromisos que asumió AMLO al inicio de su gestión. Se trataba de ofrecer oportunidad de estudios a población desfavorecida, en especial a la masa de jóvenes que habían sido rechazados en el examen de admisión de las universidades convencionales. Se estimaba que eran 300 000. El presidente designó a una antigua colaboradora suya, la profesora Raquel Sosa, como responsable del programa. Sosa no rendía cuentas a la SEP, sólo al presidente de la República. La creación de las Universidades para el Bienestar enfrentó muchos problemas, hubo críticas, se tuvieron tropiezos, se apeló frecuentemente a la improvisación, pero al final logró cristalizar en la creación de una oferta real de oportunidades de estudio ubicadas en zonas geográficas de pobreza aguda. Pero las universidades creadas a la postre no se parecen en nada a lo que solemos entender con el término universidad: se trata más bien de escuelas pequeñas que ofrecen estudios profesionales o semiprofesionales, que operan en condiciones materiales precarias, con planes de estudio convencionales, sin seguridad de que cuenten con una planta de maestros suficientemente calificados y cuyos directivos se han negado obstinadamente a que sean evaluadas por agencias externas. No obstante, se han hecho dos ejercicios —ambos muy limitados— de evaluación: uno dirigido por una entidad de la sociedad civil, Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad, y otro realizado por un organismo público, el Consejo Nacional para la Evaluación de la Política Social (Coneval). El programa se ha manejado con alto grado de opacidad, de modo que ambos esfuerzos de evaluación sólo dieron resultados fragmentarios. Pero sus conclusiones son más o menos coincidentes: las “universidades” mencionadas presentan problemas de organización, de recursos humanos (docentes), de gestión, de infraestructura, de localización y de operación. El problema, al parecer irremontable, es la baja calidad del servicio educativo. Pero si no hay calidad en la educación, no se cumplirá el compromiso de crear una oferta de estudios que abra horizontes para jóvenes que viven en desventaja social.
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			El análisis de la acción educativa de la administración federal exige atender las peculiaridades del gobierno de Andrés Manuel López Obrador (AMLO): es sui generis, único por la concentración de poder en la persona del Ejecutivo. “Puesto que el presidente de México tiene un poder inmenso —decía Daniel Cosío Villegas—, es inevitable que lo ejerza personal y no institucionalmente, o sea, que resulta fatal que la persona del presidente le dé a su gobierno un sello peculiar, hasta inconfundible” (Cosío, 1974). Para explicar lo que pasa, o lo que no pasa, en el sector educativo hay que referirnos, necesariamente, al sujeto que, como autócrata, reparte recursos, concede facultades e impone reglas. Como veremos, en este gobierno no ha habido en sentido riguroso proyecto educativo, pero, en cambio, ha habido acciones y omisiones guiadas siempre por el interés político personal del actor supremo del escenario nacional. Desde 2018 la política, en el sentido más estrecho del término, domina el escenario educativo.






			





			





			Reformas educativas






			La crisis educativa de México ha perdurado por décadas. Es el resultado de la expansión acelerada de la matrícula escolar, que se inició en los años sesenta con el Plan de Once Años, de los desajustes que este fenómeno produjo en el sistema educativo y del desplome consiguiente de los aprendizajes. Esta crisis fue diagnosticada desde el siglo pasado (Guevara, 1990, 1992 y 1993) y se ha tratado de enfrentar a través de tres reformas de gran calado:






			

			

					La primera ocurrió en 1992, con la firma del Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica. Este acuerdo acarreó cuatro innovaciones: a) la descentralización de la operación de los servicios educativos, b) la renovación de los planes de estudio de educación básica, c) el establecimiento de los consejos de participación social, y d) la creación de la Carrera Magisterial (SEP, 1992). Más tarde se realizaron algunos cambios de importancia, por ejemplo: en 1997 se lanzó un programa de transformación y fortalecimiento de las escuelas normales; en 1999 se creó la asignatura Formación Cívica y Ética; en 2003 se renovaron los planes de estudio de educación preescolar y en 2005 los de la escuela secundaria.


					La segunda se produjo en 2008, con la firma de la Alianza por la Calidad de la Educación (ACE) entre la Secretaría de Educación Pública (SEP) y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE). Con la ACE se estableció un sistema de consejos paritarios SEP-SNTE de gobierno educativo y se realizó una renovación integral de los planes de estudio de educación básica (SEP, 2008). Esta reforma concedió al sindicato poder para intervenir en las esferas de decisión educativa y fomentó un preocupante fenómeno de descomposición moral con la proliferación de la compra y venta de plazas docentes. 


					Finalmente, la tercera fue en 2013, cuando se propuso acabar con el sistema de cogobierno SEP-SNTE y recuperar para el Estado la rectoría única de la educación; al mismo tiempo, se propuso elevar los aprendizajes actuando sobre la formación inicial y continua de los docentes. La base de esta reforma fue un sistema de ingreso, promoción, reconocimiento y permanencia de los docentes basado en evaluaciones; más tarde la reforma produjo una renovación, también completa, de los planes de estudios de preescolar, primaria y secundaria (Guevara, 2016). 


			


			





			En consecuencia, en los últimos 30 años hemos tenido tres grandes reformas en educación básica y algunos cambios menores. El sistema educativo, en sus niveles básicos, se mueve, cambia constantemente, y ese movimiento sugiere que la actividad educativa ha sido preocupación constante del Estado. Pero los resultados de aprendizaje, lamentablemente, no han mejorado. La declinación de los aprendizajes se puede observar en la serie histórica de las pruebas PISA que aplicó la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y revisando los resultados que arrojaron las pruebas nacionales: Excale, ENLACE y Planea.1 Un factor que pesa de forma determinante sobre el atraso educativo son las crónicas limitaciones presupuestales: en estas tres décadas sólo ha habido incrementos mínimos en el presupuesto educativo, debido sobre todo a una deficiente captación fiscal. Se han dado reformas educativas, aun así, los gobernantes se rehúsan a conceder a la educación la importancia que merece. 






			La mal llamada






			El gobierno de Enrique Peña Nieto, censurable en muchos otros aspectos, tuvo el mérito de poner en práctica una reforma educativa de diseño sofisticado cuyo fin era elevar los aprendizajes del alumnado de educación básica. Se pretendía lograr eso por la vía de empoderar a los maestros con un sistema de evaluaciones, una serie de estímulos y con la mejora de su formación inicial y continua. El maestro era el centro de esta reforma. Sin embargo, la reforma tenía dos elementos críticos: 1) se pretendió dirigir los procesos de evaluación de los maestros de todo el país desde la SEP, y 2) se hizo de la evaluación docente el mecanismo principal para el ingreso, la promoción, el desempeño y la permanencia en el trabajo docente (Guevara y Backhoff, 2018; Backhoff y Espíndola, 2018). La evaluación suscitó miedo entre muchos docentes. La reforma tuvo virtudes, pero también errores de diseño y de aplicación con consecuencias desastrosas. Entre los errores de operación, el principal fue seguramente éste: los directivos simplemente no informaron con anticipación a los docentes, a las autoridades educativas y al público de los contenidos del cambio que se proponían realizar. Ni la SEP ni el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE) ni ninguna otra dependencia tuvieron una política de comunicación eficaz con el magisterio. Entre los defectos de diseño, el más grave fue incluir la permanencia en el trabajo como eventual resultado de las evaluaciones. Por añadidura, las autoridades no solventaron satisfactoriamente los enormes problemas de logística que implicaban las evaluaciones. El resultado fue una explosión de malestar que se fincaba, en gran parte, en la ignorancia, otra parte en la irritación por las fallas de logística y una parte no menor en los prejuicios y rumores malintencionados difundidos por sus opositores. Se dijo, por ejemplo, que las autoridades culpaban a los maestros de ser responsables de la crisis educativa, lo cual era una calumnia; al contrario, la reforma buscaba fortalecer a los docentes mejorando su formación y orientando una gran cantidad de dinero hacia los estímulos docentes. También se divulgó la falsedad de que la reforma pretendía privatizar la educación, lo cual constituía un total sinsentido. También se dijo, con malicia, que la reforma no era educativa, que era estrictamente laboral, argumento absurdo puesto que dos componentes educativos —la evaluación y la formación docente— constituyeron el corazón de la reforma. En fin, se difundía la mentira infame de que la reforma había sido dictada desde el exterior, por la OCDE, etcétera. Dada la pobreza de información cierta y rigurosa, la calumnia prosperó; se extendió por el país una ola de malestar y confusión. En los ataques contra la reforma, la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE) tuvo el protagonismo principal, pero en la oposición a la reforma actuaron también, soterradamente, los líderes sindicales de las secciones locales y la corriente sindical que lideraba Elba Esther Gordillo. La lucha opositora de la CNTE se tradujo, por momentos, en actos de violencia (enfrentamientos de sus militantes con la policía) y barbarie (se persiguió a las maestras y los maestros simpatizantes de la reforma, incluso se les humilló, estigmatizándolos y, a veces, cortándoles el pelo). Las autoridades, ante los disturbios, no dudaron en acudir a la fuerza bruta. Tras una serie de enfrentamientos de la CNTE con la policía, en junio de 2016 se consumó el asesinato lamentable de ocho personas. Ese hecho brutal anunció la quiebra política definitiva de la reforma educativa. En ese ambiente de oscuridad y convulsión llegaron las elecciones de 2018. AMLO percibió el malestar que reinaba en el gremio magisterial y lo aprovechó lanzando la consigna de “cancelar la mal llamada reforma educativa”. El triunfo electoral de López Obrador se vivió en educación como un abrupto corte. El triunfo de AMLO fue el triunfo del movimiento antirreformista y se interpretó como el fin definitivo del debate educativo. Se pensó que nada quedaba para la reflexión, o la discusión: la experiencia de la reforma educativa de 2013 —una de las más interesantes y serias reformas educativas jamás emprendidas— pareció olvidarse del todo. 






			Ausencia de diagnóstico






			Lo correcto, desde luego, hubiera sido actuar de otra forma. Lo pertinente era hacer un balance minucioso de dicha reforma para extraer de ella conclusiones edificantes; procedía, además, hacer un diagnóstico global del sistema educativo que diera fundamento a una ruta de acción para mejorar la educación. No hubo tales cosas. El presidente de la República es, sobre todo, un político. Tiene, además, una visión no moderna de la política y, por lo mismo, la educación no forma parte de su visión política del mundo. No actúa con ideas, sólo por intuiciones. Inició su sexenio educativo con una acción política. Dado que la reforma educativa del sexenio anterior fue aprobada al vapor, sin informar ni consultar al magisterio, el presidente se comprometió ante los docentes a realizar, ahora sí, una extensa consulta al magisterio para elaborar un “nuevo plan educativo”. La consulta se inició antes de que AMLO asumiera la presidencia, pero no permitió el análisis y la reflexión educativa. Fue una acción formal, burocrática, al estilo del PRI, con una asamblea de pocas horas de duración por cada estado y cada una con una asistencia de 500 a mil personas. Su formato fue convencional. En las reuniones participaron organizaciones de profesores, representantes de partidos, padres de familia y unos pocos investigadores. Fueron en realidad eventos políticos, no académicos, actos improvisados con discusiones superficiales y dispersos y abundancia de expresiones demagógicas e insultos. Los maestros auténticos nunca fueron la voz dominante. Sin embargo, a partir de esa serie de reuniones se elaboró un rudimentario plan educativo, documento breve, sin sustancia, que pasó al olvido sin pena ni gloria (Sánchez, 2018). Sólo amerita un breve comentario. En dicho plan se dijo que seguiría habiendo evaluaciones de docentes, pero que las nuevas evaluaciones “no serán punitivas”; se repitió además la consabida promesa de fortalecer las escuelas normales, y se manifestó, una vez más, la voluntad de revalorizar la imagen social de los maestros. Sobre finalidades educativas de largo plazo no se decía nada. 






			Dinero directo






			Un rasgo singular de este gobierno federal es que ha renunciado a apoyar el desarrollo interno y la calidad de los servicios que presta (educación y salud); en lugar de hacer eso, ha optado por lanzar programas de asignaciones directas de dinero a grupos de personas que las necesitan, persiguiendo, sobre todo, fines políticos. Pero los recursos financieros de la educación, aunque grandes en monto (en 2017 fue de 995 000 millones de pesos), son insuficientes para atender de manera adecuada el gigantesco sistema educativo. Lo que constituyó un error estratégico grave del presidente fue hacer el compromiso público de que no realizaría una reforma fiscal progresiva que hubiera fortalecido al sector público y dado un desahogo a la educación. A falta de nuevas recaudaciones, el único recurso explotable era el gasto público regular. Desde el primer día, AMLO exprimió el dinero público para concentrar recursos en sus “programas prioritarios”. Su primera decisión en educación fue exigir que se disminuyera en 50% los programas de la SEP. ¿Qué razones daban sustento a esta decisión? Ninguna. Ningún programa fue evaluado antes de ser suprimido, no hubo la más mínima discusión sobre el impacto que tal o cual programa tenía sobre la educación. En rigor, puede afirmarse que el presidente nunca ha tenido en la mente la idea de mejorar la calidad de los servicios educativos, pues él sólo concibe al sistema educativo como una organización que le ofrece determinadas clientelas políticas. El presidente conscientemente dejó de apoyar procesos fundamentales (como la formación inicial y continua de profesores, la evaluación educativa, la investigación de los procesos educativos y la digitalización de las aulas) para apoyar, en cambio, los programas de becas. Como lo demuestra Carlos Mancera en este mismo volumen, el gasto en becas se ha incrementado mucho, pero a costa de reducir el dinero de los programas sustantivos. Los programas estelares de López Obrador son: becas, transferencias a adultos mayores, a madres solteras, a personas discapacitadas y Jóvenes Construyendo el Futuro. En todos estos casos la asignación de dinero se hace directamente del presidente (el Poder Ejecutivo) al beneficiario. Aunque ayudar con dinero a personas en extrema precariedad se justifica claramente, esas transferencias se podrían realizar de otro modo: los recursos podrían vincularse de manera funcional con metas sustantivas en educación, salud y alimentación, como lo hizo el programa Prospera (que fue suprimido de golpe y sin evaluación previa). El objetivo político-clientelar de las asignaciones directas es evidente. En todos estos programas se presentan deficiencias en la definición de las reglas de operación y pueden contener errores de focalización. Por ejemplo, la definición de las personas beneficiadas no se hace conforme al censo del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) sino por medio de un “censo de bienestar” levantado por el grupo de activistas del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), que se identifican eufemísticamente con el nombre de Servidores de la Nación. Muchos aspectos de la operación de esos programas permanecen en la oscuridad (Hernández, 2020).






			Huellas de la mal llamada 






			La consigna educativa más importante de AMLO en su campaña electoral fue “derogar la mal llamada reforma educativa”, compromiso que asumió ante la CNTE, en Guelatao, Oaxaca (Alonso, 2020). Ese compromiso jamás se completó con una declaración presidencial sobre la nueva dirección que debería tomar la educación. Se consumó la supresión de la reforma anterior, pero no se lanzó una nueva reforma. Se suprimió el INEE, de modo que en la actualidad no existe un organismo autónomo encargado de evaluar las acciones educativas del gobierno federal y de los gobiernos estatales. Este vacío institucional se puso en evidencia recientemente en el debate que suscitó la aplicación de la prueba PISA de la OCDE (léase al respecto la prensa del lunes 3 de mayo de 2021). La evaluación institucional dejó de existir. Es cierto que tras la derogación del INEE se creó la llamada Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación (Mejoredu), pero este organismo tiene una naturaleza distinta y por lo mismo no es posible compararlo con el INEE (DOF, 2019b). Su actividad ha sido mínima. También se derogó la ley del Servicio Profesional Docente, corazón operativo de la “mal llamada” reforma educativa y, aunque es cierto que se creó, en su lugar, el Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, las evaluaciones docentes, en estricto sentido, se eliminaron por completo. El Programa para el Desarrollo Profesional Docente perdió la importancia que tuvo en el sexenio anterior. En estos tres años el malestar magisterial ante esta nueva situación ha tendido a crecer y en distintos momentos del periodo 2018-2021 se ha manifestado en la irritación de los maestros por las deficiencias que presenta el Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros. En el sexenio anterior se invirtió mucho dinero en formación docente. Los montos actuales para el programa de desarrollo profesional de docentes son menores: en 2020 este programa de la SEP recibió 454 millones de pesos y en 2021 se disminuyó a 240 millones. En esa materia, además, el actual gobierno carece de una política y de una concepción pedagógica o filosófica acabada (DOF, 2019a). El gobierno de AMLO se ha negado a invertir cantidades de dinero significativas en evaluación de la práctica de la enseñanza, en desarrollo profesional docente y en la creación de nuevas plazas y bolsas de dinero para incentivos. Hay, sin embargo, una línea de continuidad con el pasado sexenio que amerita reconocimiento: la nueva administración, como la anterior, decidió que la SEP conservara el control de las plazas docentes para impedir que se repitiera el fenómeno de la compraventa de plazas que tuvo su auge en el sexenio de Felipe Calderón. No obstante, este control no se halla atado a una política de asignación de plazas en función del mérito; con frecuencia, las presiones políticas de egresados normalistas, sean legales o ilegales, bastan para que el gobierno federal les conceda las plazas que demandan.






			Cambio legislativo






			La derogación de las leyes que sustentaban la “mal llamada” reforma educativa fue la actividad principal que realizó la administración de AMLO durante su primer año. Fue una labor extenuante, realizada con minuciosidad y premura, que implicó reformar el artículo 3º de la Constitución, introducir cambios en la Ley General de Educación, derogar la Ley del INEE y la Ley General del Servicio Profesional Docente y crear en su lugar la Ley para la Mejora Continua de la Educación y la Ley para la Carrera de las Maestras y los Maestros. Todo esto se produjo en 2019. Los documentos que sirvieron de base para el trabajo legislativo fueron elaborados por la SEP, una labor meritoria. Los legisladores de Morena en el Congreso realizaron un trabajo febril que se enriqueció con foros abiertos en los que se recogieron aportaciones de la sociedad civil. Como afirman más adelante Maldonado y Bolaños, en la elaboración del texto definitivo del artículo 3º hubo una auténtica negociación en la que participaron, de un lado, los legisladores de Morena, del Partido Acción Nacional (PAN), del Partido Revolucionario Institucional (PRI), del Partido de la Revolución Democrática (PRD) y Movimiento Ciudadano (MC), y de otro, académicos y representantes de la sociedad civil agrupados en el grupo Red Educación Derechos (RED). La SEP mantuvo a lo largo del proceso una actitud tolerante, no así la CNTE, que en varios momentos acudió a la fuerza para imponer sus intereses. Pero cuando se hacía este trabajo se produjo un hecho extraordinario. El 16 de abril de 2019 el presidente expidió un memorándum ordenando a la SEP, a la Secretaría de Educación y a la Secretaría de Hacienda “dejar sin efecto la reforma educativa” (González y Domínguez, 2019). Con ese memorándum López Obrador pretendía pasar por encima del Poder Legislativo y echar abajo la reforma educativa desde el Poder Ejecutivo. Fue un gesto de prepotencia y de barbarie. Entre otras cosas, el documento decía a sus secretarios: “Si hay que optar entre la ley y la justicia, no lo piensen mucho, decidan en favor de la justicia”. Nada más y nada menos. Esta acción confirmó —una vez más— el poco respeto que tiene el presidente por el orden jurídico. El hecho causó estupor en el público informado. Empero, el trabajo de los legisladores continuó y sus resultados fueron una mezcla de aciertos y errores. En el nuevo texto del artículo 3º se conservaron principios y valores provenientes de reformas anteriores, y se agregaron nuevos valores como la inclusión, la equidad, la interculturalidad, etc. Pero también recoge las influencias populistas que se reflejan en normas que toleran el laxismo en la relación maestro-alumno y rechazan la evaluación de docentes con consecuencias. Pero los populistas no tienen un proyecto ideológico que les dé claridad sobre el rumbo que debe tomar la educación nacional, aunque se unen en su rechazo a la evaluación y a la meritocracia. Esto es visible en AMLO, que no posee una concepción completa, coherente, de la educación, de la cultura y del país que quiere construir. Como lo diría más tarde el exsecretario de Medio Ambiente Víctor Manuel Toledo: “La 4T […] como un conjunto acabado de objetivos, no existe” (Rodríguez y Morales, 2020). No es ni siquiera un proyecto nacional. Carece de una doctrina explícita y de fines culturales precisos, eso explica la relativa confusión de que fueron presa los legisladores afines a la causa presidencial. A la postre, la comisión de educación de la Cámara de Diputados preservó valores y principios de la versión anterior del artículo 3º, pero lo ampliaron incorporando enunciados de sentido social. El énfasis, empero, se puso en la demolición de la “mal llamada” reforma educativa. De entrada, eliminaron la fracción que señalaba que el criterio que guiará a la educación “será de calidad”. Enseguida se derogó entero el Título III en el que se aludía al Servicio Profesional Docente, la médula de la reforma educativa de Enrique Peña Nieto. Es de destacarse la ampliación que se hizo en el Título II que habla del criterio que guiará la educación. Se eliminó —como antes dije— la disposición “será de calidad”, pero se agregaron otros calificativos para ese criterio que son: será equitativo, será inclusivo, será intercultural, será integral y será de excelencia. El enunciado “será de excelencia” es equivalente, de hecho, a “será de calidad”. Los seguidores de la 4T están peleados con la palabra calidad, lo cual es significativo (véase Constitución Política de los EUM, 2021). Los funcionarios del sector educativo federal, a veces sin tener claridad sobre las ideas que debían combatir, se propusieron acabar con todo residuo de neoliberalismo que se encontrara en las normas y documentos educativos. En una de sus conferencias AMLO manifestó su rechazo a los términos calidad y evaluación —por ser, según él, constitutivos de la racionalidad neoliberal— y los funcionarios de educación se apresuraron a eliminar esos términos de todos los documentos oficiales, incluso de la legislación educativa. ¿Cuáles fueron las innovaciones más relevantes en el artículo 3º? A mi juicio son dos: 1) la incorporación de la educación inicial como fase primera de la educación básica y 2) el atribuir carácter obligatorio a la educación superior. 






			Nueva Escuela Mexicana 






			La tarea de renovación legislativa incluyó un nuevo término que parecía apuntalar un nuevo proyecto educativo. Me refiero a la Nueva Escuela Mexicana, que aparece desglosado en el Título II de la Ley General de Educación. Ahí se dice: “El Estado, a través de la nueva escuela mexicana, buscará la equidad, la excelencia y la mejora continua en la educación, para lo cual colocará al centro de la acción pública el máximo logro de aprendizaje de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Tendrá como objetivos el desarrollo humano integral […] e impulsar transformaciones sociales en la escuela y en la comunidad”. Y enseguida se afirma: “Se impulsará el desarrollo humano integral para una serie de buenos propósitos, unos realistas y otros meramente retóricos, pero los legisladores destacaron los propósitos transformadores, los colectivos y los sociales. En ese conjunto heteróclito de enunciados destaca, por correcto, la afirmación de que la NEM buscará la mejora continua de la educación y el máximo logro en aprendizajes”. Lo que esta legislación revela es la limitación intelectual de sus autores que, en varias partes, no supieron traducir los propósitos sociales en términos de objetivos pedagógicos de educación moral o ética. En fin. Es verdad que en 2019 el secretario Esteban Moctezuma realizó importantes esfuerzos para sacar adelante un proyecto de transformación educativa que respondiera a las siglas de Nueva Escuela Mexicana, pero esos esfuerzos, lamentablemente, no tuvieron éxito, aunque se siguen utilizando de manera aleatoria en la retórica oficial. 






			Límites mentales






			Este fracaso de la SEP se vincula con las limitaciones de visión del presidente y su concepto, restringido, de la educación. No hay en AMLO un concepto de las potencialidades del ser humano o una idea moderna de cultura que le induzca a pensar que el principal recurso de la nación son los seres humanos, y que la tarea central del desarrollo, independientemente de cómo se conciba, debe ser el desarrollo humano. Su mundo es el mundo del sentido común cargado con la malicia del político ambicioso y experimentado. Su esquema retórico básico es defender al pueblo —que es puro e inocente— de las garras de las élites neoliberales —que son fuerzas perversas, gente corrupta—, pero su política, a pesar de su moralina, no es idealista. No. Su política se basa en un crudo pragmatismo político. Todo se trata, a fin de cuentas, de reunir poder en su persona. Él no se hace bolas con teorías, informes, diagnósticos o evaluaciones. De inicio, no alcanza a ver la evidencia abrumadora de que el sistema educativo mexicano ha venido declinando en las últimas décadas bajo la influencia de cinco circunstancias: 






			

					
1) el gran crecimiento de la matrícula


					
2) la creciente complejidad orgánica


					
3) la división en dos redes escolares antinómicas: la pública y la privada 


					
4) la declinación global de los aprendizajes


					
5) la desatención a las dimensiones moral y emocional del desarrollo humano. 


			


			





			El sistema es muy voluminoso: acumula 37 millones de alumnos, dos millones de docentes y 262 000 escuelas. Es altamente burocrático y complejo; tiene una burocracia federal y 32 burocracias locales que condicionan y afectan el trabajo de los maestros y de las escuelas. Está además segregado en dos redes escolares —la privada y la pública— que guardan autonomía entre ellas. En cuarto lugar, muestra desde hace décadas un derrumbe en los aprendizajes, fenómeno que se observa notablemente en educación básica y se refleja asimismo en una alta tasa de deserción en educación media superior, y una baja eficiencia terminal en educación superior. Como simple ilustración de los bajos aprendizajes, en los cuadros 1 y 2 se muestran los resultados que obtuvieron los alumnos de sexto de primaria en la prueba Planea 2018, en Lenguaje y Comunicación y en Matemáticas. Sobresalen en estos dos cuadros los altos porcentajes en el nivel 1, o sea, el insuficiente. Estos bajos aprendizajes se replican, con pequeñas variaciones, en la evaluación de otras asignaturas. 






			





			

			CUADRO 1. Planea 2018






			6° de primaria


		



			¿Qué lograrán los estudiantes en cada nivel en Lenguaje Comunicación?
Algunos ejemplos


		



			

				

					

							

							49%


						

							

							33%


						

							

							15%


						

							

							3%


						

					


					

							

							Nivel IV


							Dominio sobresaliente


						

					


					

							

							Nivel III


							Dominio satisfactorio


						

					


					

							

							Nivel II


							Dominio básico


						

							

							Comparar y evaluar información en textos narrativos, expositivos, argumentativos y dialógicos (p. ej. entrevista) que pueden incluir gráficas, tablas y esquemas.


						

					


					

							

							Nivel I


							Dominio insuficiente


						

							

							Relacionar información explícita e implícita en textos narrativos, expositivos y argumentativos (p. ej. artículo de opinión).


						

					


					

							

							Relacionar entre sí segmentos de información explícita y establecer el significado de elementos no explícitos en textos narrativos y expositivos.


						

					


					

							

							Localizar información explícita (p. ej. una fecha, un nombre) en textos narrativos (p. ej. un cuento) y expositivos (p. ej. una monografía).


						

					


					

							

							 


						

					


					

							

							 


						

							

							Utilizar diferentes tipos de nexos de causa efecto, comparativos, de temporalidad y adversativos (por el contrario) en textos completos.


						

					


					

							

							 


						

							

							Utilizar nexos comparativos (a diferencia de) y de temporalidad (enseguida) en párrafos.


						

					


					

							

							 


						

							

							Utilizar conjunciones (y, e) y nexos de causa y efecto (porque, pues) en oraciones complejas.


						

					


					

							

							Comprender las estructuras de oraciones simples (sujeto y predicado).
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				CUADRO 2. Planea 2018






				6° de primaria






				¿Qué lograrán los estudiantes en cada nivel en Matemáticas? Algunos ejemplos






				

				

					

							

							59%


						

							

							18%


						

							

							15%


						

							

							8%


						

					


					

							

							Nivel IV


							Dominio sobresaliente


						

					


					

							

							Nivel III


							Dominio satisfactorio


						

					


					

							

							Nivel II


							Dominio básico


						

							

							Comparar y evaluar información en textos narrativos, expositivos, argumentativos y dialógicos (p. ej. entrevista) que pueden incluir gráficas, tablas y esquemas.


						

					


					

							

							Nivel I


							Dominio insuficiente


						

							

							Relacionar información explícita e implícita en textos narrativos, expositivos y argumentativos (p. ej. artículo de opinión).


						

					


					

							

							Relacionar entre sí segmentos de información explícita y establecer el significado de elementos no explícitos en textos narrativos y expositivos.


						

					


					

							

							Resolver operaciones básicas (suma, resta, multiplicación y división) con números naturales.


						

					


					

							

							 


						

					


					

							

							 


						

							

							Utilizar diferentes tipos de nexos de causa efecto, comparativos, de temporalidad y adversativos (por el contrario) en textos completos.


						

					


					

							

							 


						

							

							Utilizar nexos comparativos (a diferencia de) y de temporalidad (enseguida) en párrafos.


						

					


					

							

							 


						

							

							Utilizar conjunciones (y, e) y nexos de causa y efecto (porque, pues) en oraciones complejas.


						

					


					

							

							Calcular perímetros en figuras regulares.  


						

							

							 


						

							

							 


						

					


					

							

							 


						

							

							 


						

							

							Calcular la media y la mediana a partir de un conjunto de datos. 


						

					


					

							

							 


						

							

							 


						

							

							Identificar la moda a partir de un conjunto de datos.


						

					


					

							

							 


						

							

							Calcular porcentajes.


						

							

							 


						

					


					

							

							Interpretar gráficas de barras.
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			Cabe destacar que la enseñanza en las escuelas mexicanas es predominantemente cognitiva con el detrimento consecuente de las dimensiones moral y emocional de la persona, un sesgo que tiene consecuencias significativas en el impacto social de la educación. ¿Cómo se pretende combatir la corrupción y la violencia sin fortalecer la educación moral o ética en la escuela? ¿Cómo promover la productividad si la escuela no fomenta la puntualidad, la perseverancia, la disciplina personal, el amor al trabajo, el respeto recíproco y el respeto a las normas? Imposible. Es verdad que el presidente repite hasta el cansancio un discurso de honestidad y amor y, además, dice buscar una “renovación moral”. Presume ser “humanista”. Pero su discurso se construye con alusiones rodeadas de un halo místico-religioso. Es incapaz de formular sus ideas a través de un proyecto moderno de educación moral y emocional. En conclusión, la educación en México ha perdido su potencialidad transformadora. Se puede comprobar a nivel global que la movilidad social ha disminuido dramáticamente y que la educación tiene un impacto menor sobre la productividad, sobre la paz y el orden social y sobre la cultura democrática (CEEEI, 2019; Temple, 2002). Los estudiantes, en síntesis, no aprenden en cada nivel de estudios los conocimientos y los valores que deberían de aprender. El principal problema es, pues, la calidad del servicio educativo. Una frase impronunciable en los corrillos de la SEP.






			Lo que urge hacer






			Urge, primero, contar con muchos más recursos financieros en educación y, segundo, concentrar esos recursos en los puntos estratégicos que pueden detonar el aprendizaje, como son: a) la elevación de salarios docentes, b) la creación de un poderoso sistema de estímulos a la enseñanza, c) la mejora en la formación de profesores (escuelas normales), d) el impulso a la educación o capacitación continua de docentes, e) la evaluación permanente de los procesos de enseñanza, f) la producción de materiales educativos modernos de calidad, g) la dotación de computadoras y equipos digitales para maestros y alumnos, y h) la ampliación y difusión de la investigación educativa. Estas indicaciones son, desde luego, consideraciones abstractas; en la práctica, muchos docentes y directores de escuela tropiezan con necesidades materiales elementales que, por razones de espacio, omito mencionar. Se pueden consultar al respecto los resultados del programa Evaluación de las Condiciones Básicas para la Enseñanza y el Aprendizaje (ECEA) del INEE. El 30% de las escuelas se localiza en zonas de extrema pobreza. Tenemos áreas muy pobres y con muchas carencias del sistema educativo y, en el otro extremo, hay áreas que cuentan con condiciones satisfactorias para su funcionamiento. Para hablar con precisión: la estructura y funcionamiento del sistema educativo es desigual. Hay escuelas exitosas en zonas urbanas y hay malas y mediocres en las zonas rurales alejadas. Esa desigualdad funcional es marca distintiva del sistema educativo mexicano, y al mismo tiempo —ojo— es el mecanismo que contribuye a reproducir las desigualdades culturales y de talento en la sociedad.






			El pulso político






			El presidente López Obrador ignora estos detalles, juzga sin evidencias, desprecia la investigación y el juicio experto; sólo se guía por su buen pulso político. Esto se refleja en su apreciación correcta sobre el peso político de conjunto que tiene la gigantesca empresa educativa sobre la estabilidad política de la nación; entiende perfectamente que en el campo educativo el profesorado es el actor con mayor influencia y que es un sector altamente sensible y muy politizado. También sabe que todo asunto a tratar con los docentes pasa por el SNTE y la CNTE. Lo sabe perfectamente. Por lo mismo, teme hacer en educación una intervención (reforma) como la de Peña Nieto, que desencadene una inopinada sublevación del magisterio. AMLO teme a la protesta magisterial y quiere a toda costa pacificar al sector. Para lograrlo ha tenido que negociar con los dos poderes gremiales (el SNTE y la CNTE) y concederles lo que pidan a fin de que contribuyan a la paz interna del sector. AMLO ha sostenido con la CNTE, que es la organización sindical más belicosa y sobre cuyos líderes pesan señalamientos reiterados de corrupción, numerosos encuentros secretos que concluyeron con acuerdos que mantienen en la oscuridad. Sólo en ocasiones se filtra a los medios datos dispersos sobre concesiones de plazas, pagos de salarios y otras licencias. En síntesis, los intereses políticos han prevalecido sobre los educativos. Dadas las limitaciones del presidente, no se vislumbra una nueva reforma educativa; pero tampoco el gobierno federal tiene recursos económicos para financiar una nueva reforma. La acción presidencial más importante en el sector educativo, repito, la constituyen los programas de becas y las asignaciones directas de dinero a las escuelas. Conceder becas de forma masiva a alumnos de preparatoria se hizo en el sexenio anterior, pero se demostró que las becas no tuvieron ningún impacto significativo ni sobre la permanencia ni sobre los aprendizajes (De Hoyos, 2019). Volver a dar becas sin tomar en cuenta esa evidencia equivale a tirar al blanco cerrando los ojos. Pero actuar así no sería un disparate si lo que se busca es alimentar el mito del presidente redentor entre los jóvenes y sus familias (véase Mayer-Serra, 2020). Lo mismo ocurre con la decisión que tomó AMLO de suprimir la dependencia encargada de la construcción y mantenimiento de la infraestructura escolar (Inifed) para establecer, en su lugar, un mecanismo de asignación directa de dinero a los padres de familia para que ellos se ocupen de resolver los problemas en materia de infraestructura escolar; la base para la entrega del dinero es un padrón de asambleas de padres por escuela coordinadas por la antes mencionada tropa de activistas políticos de AMLO, que se identifican con el rimbombante título de Servidores de la Nación. Las obras materiales de la escuela, a partir de ahora, no serán resultado de la intervención de arquitectos o técnicos, sino de la decisión no técnica de los padres de familia. El presidente muestra tener gran perspicacia para detectar el potencial político del sector educativo, pero su mente calculadora sólo registra lo que le interesa, no le permite ver lo educativo propiamente dicho, lo que sucede día con día en las aulas ni las necesidades de quienes se sacrifican en ellas. AMLO no tiene empatía, es esencialmente un animal político. Esa falta de empatía le condujo a decidir, de repente, la supresión del programa de Estancias Infantiles. La decisión la tomó sin evaluación previa, sin justificación argumentada ni evidencia alguna. Este programa de Estancias Infantiles consistía en apoyar la oferta de un servicio. No era un apoyo directo a las beneficiarias (mujeres trabajadoras) sino a quienes ofrecían el servicio de cuidar a los niños mientras las madres —muchas de ellas solteras— trabajaban. Las estancias infantiles, dice Gonzalo Hernández Licona, “sostenían una plataforma productiva y social que, al mismo tiempo, resolvía una necesidad imperiosa de las madres trabajadoras” (Becerra y Woldenberg, 2020). La razón que ofreció para tomar esa decisión fue que existía evidencia de fraudes y simulaciones en el programa. Esa evidencia, en todo caso, no fue producto de una evaluación imparcial del programa sino de información recabada por los multicitados Servidores de la Nación. La supresión de las Estancias Infantiles, subrayémoslo, creó un vacío social y desencadenó una ola de malestar en la población (Añorve, 2019).






			Presupuesto habla






			Si la educación fuera prioritaria, el presupuesto educativo hubiera crecido de manera significativa. Ya en 2017 era insuficiente. Pero eso no ocurrió. Es verdad que las cifras oficiales mostraron un ligero crecimiento, pero en los hechos, hubo una disminución. En primer lugar, el enorme monto de las becas se cargó al presupuesto de educación; en segundo, en el transcurso de cada año fiscal se tomaron medidas no previstas de recortes y ajustes. En 2018 y 2019 hubo en términos reales una dramática disminución de recursos que afectó a todos los niveles del sistema. Se ha expoliado al sector educativo. En 2021, por ejemplo, las escuelas normales recibieron 68% menos de lo que recibieron el año anterior y se cancelaron los recursos para el programa de Escuelas de Tiempo Completo. Los salarios magisteriales no descendieron, pero en cambio hubo disminuciones en la creación de nuevas plazas, en el fondo de estímulos para la docencia, en la formación continua de profesores, en educación inicial, en educación indígena, en el Consejo Nacional de Fomento Educativo (Conafe), etc. Programas exitosos y necesarios como el Programa de Convivencia Escolar y el Programa Nacional de Inglés dejaron de recibir recursos o sufrieron reducciones dramáticas. Las áreas más castigadas fueron, precisamente, las que benefician a las poblaciones con mayor pobreza. Esta disminución de recursos financieros en lo educativo es proporcional al aumento de las becas. Los programas de becas absorben un monto no menor de 80 000 millones de pesos anuales. Los intereses políticos han medrado el presupuesto educativo. Actividades educativas sustantivas (como formación inicial y continua de docentes) han sido descuidadas para favorecer la política clientelar que encarnan las becas. La disminución de recursos en educación se registró desde 2019. El primer impacto contra el sector educativo se produjo con la política de austeridad republicana que provocó el despido de decenas de miles de burócratas, supresión de dependencias completas, eliminación de programas, desaparición de las asesorías, prohibición de subcontrataciones, reducción de salarios, cancelación de gastos para viajes, no asignación de vehículos para funcionarios, suspensión permanente de compra de equipo de computación, teléfonos celulares, etcétera.2 La pobreza de la SEP ha llegado a extremos lamentables. Todavía en marzo de 2021 la nueva secretaria de Educación, la profesora Delfina Gómez, decidió hacer un nuevo recorte de personal y poco después, por falta de recursos, tuvo que recurrir (¿quién lo creería?) al trabajo voluntario y exento de sueldo de docentes para producir los nuevos libros de texto oficiales (Roldán, 2021). La SEP que quedó, tras la austeridad, es un remedo esquelético de la que antes existía. Todo lo anterior confirma que el eje de la política educativa es pragmático y clientelar: se gasta un monto inmenso de dinero en becas mientras que la actividad educativa sustantiva languidece por falta de recursos. El manejo de los recursos es controlado escrupulosamente por el Ejecutivo a través de la Secretaría de Hacienda y del encargado de recursos financieros de la SEP. En educación inicial, por ejemplo, el presupuesto se distribuyó acatando criterios políticos dictados por el presidente. En 2019, el líder del Partido del Trabajo (PT) —partido aliado con Morena para llevar a AMLO a la presidencia— recibió de la SEP una porción importante del dinero asignado a la partida de Educación Inicial para el mantenimiento de una red de guarderías (Centros de Educación Infantil) que funcionan bajo control de su partido, y operan como dependencias autónomas sobre las cuales la SEP no tiene ninguna influencia. Esos centros son administrados por el PT, con criterios político-clientelares. La petición del Supremo se hallaba formulada entre sus Cien Compromisos, por tanto, fue satisfactoriamente atendida por la SEP, hecho que confirmó, una vez más, que su cacareada honestidad no excluye, sino incluye, las trapacerías. 






			Los libros de historia






			Todas las decisiones giran en torno a la persona del presidente. Éste ha insistido, desde 2020, en reelaborar los libros de texto de Historia de México para eliminar de ellos todo rasgo de neoliberalismo y ponerles la impronta patriótica de la Cuarta Transformación. No ha habido ningún estudio o evaluación académica de los anteriores libros de esa asignatura, pero el presidente los descalificó a priori con argumentos absurdos. La reelaboración de dichos libros, se dijo, se haría con la intervención institucional compartida de la SEP, el Instituto Nacional de Historia de las Revoluciones Mexicanas y la Coordinación de la Memoria Histórica y Cultural de México, entidad en la que participa la esposa del presidente. Detrás de esa decisión se hallan un prejuicio y un desplante de soberbia: 1) el prejuicio es la idea falsa y demagógica del presidente acerca de la educación que antes se impartía (la supuesta “educación de los neoliberales”), en la cual se hacía una adulteración brutal de la realidad histórica, “se omitía a personajes como Benito Juárez, Francisco I. Madero y Lázaro Cárdenas” y se cambiaban las prioridades de tal forma que, según el presidente, “se eliminaron el Civismo, la Moral y las Humanidades de los planes de estudio”; 2) el segundo argumento es la intención manifiesta de organizar la Historia de México, no conforme a la “ideología” de la Cuarta Transformación, pues tal cosa no existe, sino según las ideas fraccionarias, los caprichos y los prejuicios del Ejecutivo. El último episodio —ya mencionado— de esta intervención tuvo lugar entre febrero y marzo de 2021 con la producción improvisada de los libros de texto sin retribución para los autores y en el plazo brevísimo de dos meses.3






			La educación superior






			El presidente nunca ha mostrado interés por la educación básica, pero ha expresado preocupación por algunos temas de educación superior. Recordemos que, como regente de la Ciudad de México, AMLO creó la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, una institución que atiende a población pobre y cuya calidad y eficiencia ha sido cuestionada en numerosas ocasiones (Infobae, 2020). Posteriormente, AMLO creó en distintos puntos del país instituciones de nivel medio superior y superior que se conocieron como “las escuelas del Peje”, escuelas pequeñas que atienden a población pobre, improvisadas, construidas con pocos recursos y sin apegarse a ningún estándar de calidad, por lo que estaban destinadas fatalmente a languidecer y, después, a desaparecer. Estas escuelas parecían apegarse al modelo de la Preparatoria Popular que existió en la capital en los años setenta. Un rasgo común de las escuelas de AMLO es que atienden a población pobre y todas son de baja calidad académica. Esta es, por lo visto, la marca distintiva del populismo educativo: no aspira a elevar la calidad de la educación sino simplemente a crear una oferta educativa para el pueblo, aunque ésta sea de mala calidad o cuya calidad esté en descenso. Anatemiza la evaluación y todos los procesos que apuntan a elevar la calidad educativa. Por lo demás, es innegable que el impacto principal de la política presidencial sobre la educación en general será fatalmente un desplome generalizado de los aprendizajes y la afirmación de un sistema educativo mediocre y en estado de postración. Esto sorprende, tomando en cuenta el discurso político de AMLO que insiste en presentarse como persona preocupada por la justicia social y por la acción social del Estado. En los hechos, AMLO ha aplicado a la educación la máxima de la doctrina neoliberal de reducir la acción del Estado, sobre todo en materia social. El populismo, en su versión mexicana al menos, ha sido una experiencia desastrosa para la educación nacional. El presidente envió al Congreso una iniciativa de reforma del artículo 3º que consignaba que la educación superior fuera obligatoria, pero esta nueva disposición legal difícilmente puede materializar en un cambio estructuras de las instituciones de educación superior (IES). En primer lugar, porque la SEP no tiene un proyecto de renovación de las IES y, en segundo, porque no cuenta con recursos financieros indispensables para intentar cambiar la dinámica selectiva de este nivel educativo. La presidencia presionó para que las instituciones de educación ampliaran su oferta educativa y, en un momento dado, se comprometió a que no habría más rechazados. Los exámenes de admisión, sin embargo, no se suspendieron, aunque en 2019 se puso en práctica el programa Rechazo Cero que llevó a algunas instituciones de educación superior, incluso autónomas, a hacer pequeñas ampliaciones en su oferta educativa. La autonomía es, naturalmente, una barrera jurídica que impide que la instrucción presidencial sea una orden ejecutiva. Algunos rectores sintiéndose coaccionados reaccionaron con temor y decidieron, unilateralmente, aumentar la matrícula de sus instituciones. El autoritarismo de AMLO —como el de Díaz Ordaz en 1968— ha puesto a prueba la integridad moral de los rectores de las universidades autónomas. Pero la petición de ampliar la admisión no es algo anodino pues pone en predicamento la calidad del servicio que la universidad presta. La primera declaración de la nueva secretaria de Educación, Delfina Gómez, al asumir su puesto fue: “No voy a cambiar nada”, lo que puede interpretarse como que daría continuidad a la política omisa y negligente que había privado hasta su llegada. Es decir, no habrá de realizarse un nuevo esfuerzo para mejorar la educación. Posteriormente, la secretaria manifestó que la SEP tiene un compromiso para garantizar la cobertura universal de la educación en México, desde el nivel inicial hasta el de educación superior (SEP, 2021). Un compromiso de realización improbable. Es bueno aumentar la masa crítica de mexicanos con estudios superiores, sobre todo considerando los desafíos que entraña la revolución tecnológica y la sociedad del conocimiento, pero la eliminación de las barreras académicas para acceder a la universidad puede, en algún punto, disminuir la calidad del servicio educativo. Volveríamos a lo mismo. No olvidemos que la tragedia educativa de México reside en que los servicios educativos, en todos los niveles, no tienen la calidad deseable.






			Las universidades de AMLO






			El interés de AMLO por la educación superior se materializó en un programa para crear 100 universidades en zonas de extrema pobreza y que se construirían en el asombroso plazo de un año, el nombre oficial del programa es Universidades para el Bienestar Benito Juárez García (Acosta, 2020). Su costo: mil millones de pesos. Algo difícil de creer. ¿Se trata de verdaderas universidades? La realidad es que nunca ha habido transparencia en este programa: no se conoce el proyecto académico que los sustenta y sus reglas de operación son laxas. Lo que se sabe, sin embargo, es que sólo 38% de esos centros de estudio están localizados en zonas de alta y muy alta marginación, cuando debería ser el 100%, según lo ordena el mismo programa. Pero no cumplen las condiciones mínimas que la misma SEP exige para autorizar ese tipo de estudios. En estricto sentido, no son universidades, si acaso son escuelas profesionales —o semiprofesionales— con un profesorado improvisado, reclutado al vapor y con instalaciones deficientes. Para la creación de estas “universidades” no se hizo diagnóstico alguno y su desarrollo ha sido cubierto con un manto de silencio y opacidad. Pero los escasos datos que tenemos indican que se trata de una oferta educativa de mala calidad que se ofrece a la población más pobre. El programa ha recibido críticas serias. Hay en AMLO una ambivalencia obvia. Por un lado, simpatiza con proyectos universitarios defectuosos, y, por otro lado, desconfía de las universidades en general y no manifiesta ninguna simpatía por la autonomía universitaria. Toda autonomía le es antipática. La ambivalencia se puede expresar de otra forma: quiere que la población pobre tenga acceso a la educación superior, pero desconfía de las universidades que son, en último análisis, las instituciones encargadas de formar a las élites. Ve con buenos ojos a las universidades populares, aunque produzcan malos resultados, y mantiene su desconfianza en las universidades con buen desempeño académico. AMLO ha manifestado que detesta a la meritocracia y a las élites ilustradas: académicos, profesionales, intelectuales, científicos y los artistas. Detesta a los grupos triunfadores, a los satisfechos, a las gentes que, por poseer talento y credenciales, ascendieron en la escala social. (Aunque sabemos bien que hoy en día tener un título universitario no es garantía para buen empleo y buen salario.) AMLO sospecha que los profesionales universitarios son impostores, que ascendieron en la escala social a través de recursos fraudulentos. Pero ¿hasta qué punto es válido este reproche? La división del sistema educativo en niveles y la selección que se produce en la escalera educativa es un fenómeno estructural y, por tanto, difícil de cambiar. Es correcto aspirar a ofrecer a todos los ciudadanos una educación lo más elevada posible. Pero es probable que las élites intelectuales no desaparezcan nunca. Lo que sí podría hacerse es amortiguar el impacto subjetivo que produce la posesión, o no posesión de un título universitario. Se puede revalorar el trabajo manual con buenos salarios y elevarlo mediante un mayor reconocimiento social; se puede además educar a la sociedad para que la carencia de un título universitario no se viva como un fracaso ni la posesión del título se interprete como si se tratara de un título nobiliario o un certificado de dotes naturales excepcionales. El problema de las élites intelectuales es un falso problema. Por otro lado, en una sociedad inevitablemente desigual, debería advertirse que la educación es (potencialmente, al menos) el principal medio para disminuir esas desigualdades. Los gobernantes muestran ceguera ante este hecho. 






			Políticas de equidad






			Lo que es lamentable es que un alumno que proviene de familia pobre asiste un número determinado de años a la escuela y, cuando sale de ella, continúa siendo pobre. Es decir, la escuela reproduce la desigualdad, no la disminuye. La función reproductora de la sociedad fue demostrada en los años sesenta por James Coleman et al. (1966) y Pierre Bourdieu y Jean-Claude Passeron (1970). ¿Es posible actuar en contra de la reproducción? En otras palabras: ¿cómo invertir la función de la escuela? ¿Es posible que la escuela no reproduzca desigualdades, sino que, por el contrario, contribuya a construir una sociedad igualitaria? Es cambiar o invertir esa dinámica. Se puede hacer introduciendo cambios en el nivel macro (políticas públicas) y en el nivel micro (la enseñanza). En el nivel macro es posible lograrlo si se aplican políticas de equidad. La equidad educativa es un concepto recién incorporado al artículo 3º que debería llevarse a la práctica y convertirlo en concepto nodal de una nueva política educativa. Equidad significa no que se den recursos iguales a los desiguales, sino que se den recursos mayores a quienes menos tienen. Se trata de fortalecer las áreas débiles del sistema y corregir el funcionamiento disparejo del conjunto escolar. Ilustremos este punto. La educación indígena y las llamadas escuelas comunitarias del Conafe son las dos áreas de educación básica con más bajos resultados de aprendizaje y las más abandonadas desde el punto de vista material. En la gráfica 1 se observan los altos porcentajes de calificaciones insuficientes que obtienen los alumnos que presentan esos dos sectores (educación indígena y Conafe) en la evaluación de Matemáticas, de sexto grado de primaria, en la prueba Planea de 2015. 






			En esta prueba los aprendizajes se presentan en cuatro categorías: categoría I, insuficiente; categoría II, básico; categoría III, satisfactorio, y categoría IV, sobresaliente. Lo que la gráfica revela es que, a nivel nacional, 49.5% de los alumnos obtuvo en Matemáticas resultados insuficientes, 33.2%, básicos, 14.6%, satisfactorios y sólo 2.6, sobresalientes. Los porcentajes de calificación insuficiente en las escuelas primarias indígenas (80.0) y comunitarias (67.9) son los más altos.






			

			Gráfica 1. Planea 2015. 
Resultados por modalidad escolar
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			Con la aplicación de una política de equidad, estas dos áreas (educación indígena y escuelas comunitarias del Conafe) se convertirían en prioridades de política. Importa hacer observar que la canalización de recursos hacia las nuevas prioridades no debe hacerse a costa de los recursos que se destinan a las áreas educativas que obtienen mejores resultados de aprendizaje. De hacerlo, estaríamos abatiendo la calidad media del conjunto escolar. Pero, aplicadas de manera sistemática, las políticas de equidad ayudarían a disminuir los resultados desiguales que tiene el sistema educativo. Serían políticas graduales que, de aplicarse, se podría esperar que en un plazo tentativo de 10 o 15 años elevaran de forma significativa los aprendizajes y se lograra consumar un cambio cultural importante para la justicia y la democracia. Para romper los circuitos reproductores de la desigualdad se necesita, asimismo (en el nivel micro), promover pedagogías y estrategias docentes cuyo propósito sea lograr que los alumnos más rezagados (que suelen ser los de origen más pobre) reciban atención especial de los docentes. De ese modo, se lleva la justicia social al aula. En otras palabras, se necesita promover, desde las escuelas normales, las pedagogías de la diversidad o pedagogías de la diferencia que buscan que los alumnos más atrasados reciban mayor atención del profesor (Perrenoud, 2007 y 2019; Khan, 2010; Aguiló, 2014). Analizado estadísticamente se comprueba que el aprendizaje correlaciona con los niveles de pobreza-riqueza de la familia de los alumnos. Esta correlación demuestra lo que el sentido común sugiere: los niños que provienen de medios sociales pobres aprenden menos que los niños que provienen de medios sociales con mayor afluencia. Éstos son simplemente ejemplos de líneas de acción posibles que hasta hoy se han omitido no obstante que el nuevo artículo 3º, repito, obra de los legisladores afines al presidente, establece la equidad como criterio ordenador de la educación pública. Las limitaciones de AMLO se reflejan en las deficiencias y fallas de la gestión gubernamental. Su conducta se guía por intereses políticos y, con frecuencia, por simples ocurrencias. Entre las ocurrencias memorables todos recordamos su decisión de suspender el más grande proyecto de infraestructura de América Latina, el Aeropuerto Internacional de Texcoco, lo cual significó el derroche de más de 300 000 millones de pesos del erario. Otra ocurrencia, inolvidable, fue su idea de rifar el avión presidencial. Delirante, igualmente, fue exigir al rey de España disculpas por los desaguisados —instauración de la esclavitud y las encomiendas, la imposición de la fe cristiana, etc.— que consumaron los españoles durante la Conquista, es decir, en 1521.4 ¡Hace 500 años! Evidentemente, dice Roger Bartra, “ningún español o mexicano de hoy tiene que sentirse culpable por lo que ocurrió hace varios siglos” (Bartra, 2021). El gobierno de España rechazó “con toda firmeza” el contenido de la carta y expresó su deseo de que México y España mantendrían su política de colaboración y entendimiento. Siguiendo esa lógica absurda, España pudo haber contestado también, legítimamente, que ella espera disculpas de México por los asesinatos de peninsulares durante la Guerra de Independencia. O alguien más puede reclamar al gobierno de México las agresiones que los aztecas consumaron contra los otros pueblos originarios. Y la dialéctica de reproches se extendería sin fin. En el mismo cauce de ocurrencias se encuentra la orden presidencial para descentralizar el sector público federal mediante el desplazamiento de las burocracias de las secretarías de Estado de la Ciudad de México hacia los estados (El Economista, 2018). La SEP, según esto, se movería de la Ciudad de México a la ciudad de Puebla, lo cual no sucedió, ni sucederá; primero, porque los empleados federales se niegan a emigrar y, segundo, porque tal idea carece de todo fundamento racional. Llevar la SEP a Puebla implicaría un esfuerzo logístico gigantesco y tendría efectos negativos del todo (la única experiencia de este tipo fue el traslado de las oficinas del INEGI a Aguascalientes y sus resultados son discutibles en muchos aspectos). Otra ocurrencia memorable de AMLO en el campo de la educación tuvo un sentido inverso: no se pretendió descentralizar, sino centralizar. Los servicios educativos básicos de Michoacán, que enfrentan problemas crónicos de gestión y de gobernabilidad, en gran parte causados por la actuación disolvente e incontenible de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (sección 18 de la CNTE). El gobernador de ese estado constantemente recurría a la SEP para solicitar recursos financieros adicionales a fin de atender las repetidas demandas del magisterio. Al observar esto, al presidente tuvo la ocurrencia de solucionar de forma permanente los problemas de la educación michoacana transfiriendo los servicios de educación básica de ese estado al gobierno federal. Es decir, realizar un movimiento reconcentrador. ¿Dentro de qué estrategia administrativa se explica esta idea desorbitada? No creo que haya nadie que lo explique. No existe. Pero la SEP procedió a hacer cálculos del costo que habría de tener para la federación ese movimiento y se concluyó que para llevar a la práctica la ocurrencia de AMLO habría que erogar una cantidad enorme de recursos. Al final se acordó que la SEP se encargaría sólo de manejar la nómina del personal que labora en la Secretaría de Educación de dicho estado. 






			Bajo la pandemia






			A principios de 2020 la educación en México se movía hacia una marcada regresión, y con el arribo de la pandemia el retroceso se agravó. La pandemia fue un rayo en cielo sereno. Ante ella, el presidente López Obrador reaccionó, primero, con visible molestia (“tan bien que íbamos”, se quejó) pues el virus vino a trastornar sus planes políticos, pero poco más tarde cambió su juicio e hizo esta frívola declaración: “La pandemia nos viene como anillo al dedo” (Lujambio, 2021). Pero a los mexicanos la pandemia no les vino como anillo al dedo, sino como un azote mortífero que en sólo un año acabó con la vida de 200 000 personas y que, además, paralizó a la sociedad, cerró las escuelas, hizo explotar la economía, dejó sin empleo a millones y sin medios de sobrevivencia a otros millones, etcétera. Desde el principio, la conducta del gobierno ante la pandemia fue vacilante e insegura. La acción del gobierno federal fue improvisada y carente de una estrategia con fundamento científico. Pronto saltaron a la vista las múltiples carencias del sector salud, que había sido esquilmado —como el educativo— con las medidas de austeridad dirigidas a concentrar recursos financieros en los programas prioritarios del Ejecutivo. Ante la emergencia, AMLO, que presume ser moralmente sensible, no tuvo la actitud receptiva, generosa y comprensiva que las circunstancias exigían. Ante el apremio debió asumir una actitud humilde y abierta, pero no modificó en nada su política, no convocó a la población a unirse para enfrentar juntos la terrible calamidad y no mostró nunca sensibilidad ante la ola de mortandad que azotaba al país. Por el contrario, mantuvo con estulticia sus preocupaciones mezquinas: por ejemplo, decidió que no se hicieran pruebas masivas para detectar enfermos e identificar focos de contagio, como lo recomendaba la OMS, porque las pruebas eran caras e implicaban realizar gastos extraordinarios. No le importó el hecho de que la aplicación de pruebas podría salvar vidas, lo principal para AMLO fue continuar concentrando recursos para sus proyectos prioritarios. La pandemia obligó al confinamiento. Éste, a su vez, produjo la mayor parálisis social que se hubiera conocido en tiempos modernos, incluyendo, desde luego, el cierre de las escuelas. Además de la salud de la población, la pandemia afectó la industria, el comercio, el turismo, los transportes, el empleo y la vida cotidiana del país. Las clases se suspendieron por completo desde marzo de 2020. Los efectos de la pandemia de covid-19 fueron medidos por el INEGI mediante una encuesta y los datos que arrojó fueron realmente alarmantes: 5.2 millones de alumnos decidieron desertar, es decir, no inscribirse para el ciclo 2020-2021; en preescolar la no inscripción fue de 13%, en primaria de 6.7% y en secundaria de 4.8%; 21% de los alumnos declaró no poseer una computadora; 25% de los alumnos que desertaron dijo que su padre había perdido el empleo (INEGI, 2020). Otro estudio llegó a la conclusión de que uno de cada cuatro alumnos abandonaría sus estudios (Torres Cruz, 2021). En marzo de 2021 las escuelas, casi en su totalidad, seguían cerradas y algunas comenzaban a operar bajo estrictas medidas de seguridad. En realidad, todavía no existe certidumbre sobre la fecha del regreso de los alumnos a las escuelas. Sabemos, sin embargo, que el cierre de escuelas tendrá un efecto neto muy alto en pérdida de aprendizajes, interrupción de la formación moral y social y traumas emocionales que afectarán a una o más generaciones. El confinamiento ha causado múltiples trastornos en el sistema educativo, entre otros, una gran deserción y la clausura de muchas escuelas particulares. Es fácil anticipar que el efecto social y cultural será fatalmente catastrófico. El confinamiento se ha vivido en muchos hogares como una experiencia opresiva que tiene múltiples consecuencias: la inmovilidad, el encierro, la perdida de libertad de movimiento, la disminución drástica del contacto humano, tienen efectos diversos sobre el desarrollo y sobre la psicología de los niños, los jóvenes y los adultos. La clausura de la escuela trasladó a los hogares, al menos en parte, la tarea educativa, aunque el papel que los padres de familia pueden hacer como educadores depende estrechamente de su preparación y escolaridad. Buscando paliar la falta de escuela, las autoridades lanzaron diversas formas de educación a distancia. En las preparatorias y en las universidades se acudió al uso masivo de tecnologías digitales. Esas tecnologías, sin embargo, tuvieron menor eficacia en educación básica, en muchos casos por falta de computadoras o tabletas en los hogares, en otros por deficiencias en la formación del profesorado o por limitaciones formativas de los padres de familia. La SEP echó andar el programa Aprende en Casa, un esfuerzo meritorio que consistió, principalmente, en ofrecer educación a distancia (por televisión e internet) a alumnos de todos los niveles de educación básica y en movilizar los recursos digitales. Las autoridades utilizaron los consejos técnicos escolares para orientar a los maestros y éstos se enfrentaron a la tarea —casi imposible— de apoyar el estudio de cada uno de sus alumnos por medios indirectos: vía telefónica y, cuando era posible, a través de Google Classroom. Será difícil evaluar con rigor los resultados de este programa, pero es evidente que contribuyó a aliviar un poco la situación. Es razonable esperar que las mayores desventajas en rezago de aprendizajes, reprobación y deserción dañarán principalmente a las poblaciones estudiantiles de familias pobres. Inevitablemente las desigualdades educativas habrán de profundizarse con la pandemia (CEPAL / UNESCO, 2021). Ante esta alarmante situación, hubo países que armaron programas emergentes. Alemania, por ejemplo, invirtió cinco billones de euros para digitalizar los salones de clase. En México no se hizo —ni se ha prometido— ninguna erogación extraordinaria para enfrentar la emergencia educativa; por el contrario, el presidente ha ordenado a la SEP seguir con la austeridad y realizar un nuevo recorte de personal (Salinas, 2021).La pandemia reveló, sin embargo, que hay lagunas enormes en la disposición de equipos digitales y en la capacitación docente en materia digital. Pero la educación no es prioridad para este gobierno y el Ejecutivo se aferra testarudamente a mantener la austeridad y sigue obsesionado con acaparar recursos financieros para sus programas prioritarios. Para no hacer ningún gasto relevante, AMLO pidió ayuda a los canales privados de televisión que, generosamente, aceptaron transmitir clases. La pandemia tuvo la virtud de exhibir con absoluta claridad los rasgos mezquinos y conservadores de la política educativa de AMLO, su obsesión por no gastar más en este sector y por buscar su absoluto inmovilismo sin tomar conciencia de que esa doble actitud profundizará, fatalmente, la regresión educativa.






			Referencias






			Acosta, A. (2021). “La educación superior en la nueva utopía”, en R. Becerra y J. Woldenberg (coords.), Balance temprano, México, Grano de Sal. 






			Aguiló, A. (2014). Educación diferenciada. 50 respuestas para un debate, Madrid, Digital Reasons.






			Alonso Ruiz, R. J. (2020, diciembre 9). “Los compromisos de Guelatao: avances, estancamientos y retrocesos”, Faro Educativo, Apunte de política núm. 21, UIA.






			Añorve Baños, M. (2019, julio 19). “Injustificable, la desaparición de las estancias infantiles”, El Universal.






			Backhoff, E., y Espíndola, J. L. (2018). La reforma educativa y sus implicaciones en el trabajo docente, México, Limusa.






			Bartra, R. (2021). Regreso a la jaula. El fracaso de López Obrador, México, Debate.






			Becerra, R., y Woldenberg, J. (2020). Balance temprano, México, Grano de Sal. 






			Bourdieu, P., y Passeron, J. C. (1970). La reproduction, Éditions de Minuit. 






			CEEEI. (2019). “Informe de movilidad social en México”, Centro de Estudiantes de la Escuela de Estudios Internacionales. 






			CEPAL/UNESCO. (2021). “Informe Covid 19”, Comisión Económica para América Latina / Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Consultado en <https://www.cepal.org/sites/default/files/publication/files/45904/S2000510_es.pdf>.






			Coleman, J., Campbell, E. Q., Hobson, C. J., McPartland, J., Mood, A. M., Weinfeld, F. D., y York, R. L. (1966). Equality of educational opportunity, National Center for Educational Statistics. Consultado en <https://files.eric.ed.gov/fulltext/ED012275.pdf>.






			Constitución Política de los EUM. (2021). Artículo 3º, México, Gallardo Ediciones. 






			Cosío Villegas, D. (1974). El estilo personal de gobernar, México, Joaquín Mortiz.






			De Hoyos, R. (2019, mayo 22). “Las becas y el derecho a aprender”, Nexos, Blog de Educación. Consultado en <https://educacion.nexos.com.mx/las-becas-y-el-derecho-a-aprender/>.






			DOF. (2019a, septiembre 30). Ley General para el Sistema de la Carrera de las Maestras y los Maestros, Diario Oficial de la Federación.






			—— (2019b, septiembre 30). Ley para la Mejora Continua de la Educación, Diario Oficial de la Federación.






			González, G., y Domínguez, E. (2019, abril 17). “Con el poder de un ‘memorándum’, AMLO ‘cancela’ la reforma educativa constitucional”, La Crónica de Hoy.






			El Economista (redacción). (2018, julio 10). “El proyecto de descentralización de AMLO para trasladar las dependencias a otros estados”, El Economista. Consultado en <https://www.eleconomista.com.mx/politica/El-proyecto-de-descentralizacion-de-AMLO-para-trasladar-las-dependencias-a-otros-estados-20180710-0153.html>.






			Guevara Niebla, G. (2016). Poder para el maestro, poder para la escuela, México, Cal y Arena.






			—— (1993). La catástrofe silenciosa, México, FCE.






			—— (1992). “El malestar educativo”, Nexos, núm. 170, febrero. 






			—— (1990). “México: ¿Un país de reprobados?”, Nexos, núm. 162, junio. 






			Guevara Niebla, G., y Backhoff, E. (2018). La reforma educativa. Avances y desafíos, México, FCE.






			Hernández Licona, G. (2020). “Dinero en efectivo como política social”, en R. Becerra y J. Woldenberg (coords.), Balance temprano, México, Grano de Sal. 






			INEGI. (2020). “Encuesta para la medición del impacto Covid 19 sobre la educación”, Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Consultado en <https://www.inegi.org.mx/contenidos/investigacion/ecovided/2020/doc/ecovid_ed_2020_presentacion_resultados>. 






			Infobae (redacción). (2020, julio 31). “Estudiantes de la UACM son los peor evaluados: de cada cien se gradúan seis”, Infobae. Consultado en <https://www.infobae.com/america/mexico/2020/01/08/estudiantes-de-la-uacm-son-los-peor-evaluados-de-cada-100-solo-6-se-graduan/>.






			Khan, S. (2010), Pédagogie différenciée, Bruselas, De Boeck.






			Lujambio, A. (2020, abril 18). “La pandemia… ‘nos vino como anillo al dedo’”, Pulso, Diario de San Luis. 






			Mayer-Serra, E. (2020). Y mi palabra es la ley. AMLO en Palacio Nacional, México, Debate.






			Ornelas, C. (2021, marzo 3). “La maestra Delfina empieza a dar color”, Excélsior. 






			Perrenoud, P. (2019). La organización del trabajo, clave de toda pedagogía diferenciada, Barcelona, Editorial Graó. 






			—— (2007). Pedagogía diferenciada. De las intenciones a la acción, Madrid, Editorial Popular.






			Rodríguez, K., y Morales, A. (2020, agosto 5). “4T está llena de contradicciones: secretario Toledo”, El Universal. 






			Roldán, N. (2021, marzo 31). “SEP deja a profesores diseño de nuevos libros de texto que buscan eliminar ‘discursos autoritarios’”, Animal Político. Consultado en <https://www.animalpolitico.com/2021/03/sep-profesores-diseno-libros-texto-discursos-autoritarios/>.






			Sánchez Cano, A. (2018, diciembre 13). “Nuevo plan educativo de AMLO”, El Financiero.






			Salinas M., C. (2021, marzo 15). “La política de austeridad de López Obrador llega a Educación con el rechazo de los maestros”, El País.






			SEP. (2018). Educación en México 2013-2018. Balance y perspectiva, México, Secretaría de Educación Pública.






			—— (2008). La alianza por la calidad de la educación, México, Secretaría de Educación Pública.






			—— (1992). Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica, México, Secretaría de Educación Pública.






			Temple, J. (2002). “Growth effects of education and social capital in the OECD countries”, Historical Social Research, Vol. 27, núm. 4, pp. 5-46. 






			Torres Cruz, I. (2021, abril 27). “Por pandemia, 1 de cada 4 alumnos abandonaría sus estudios”, La Crónica de Hoy.






			

			

				

					1 Los resultados de esas evaluaciones se pueden consultar en el sitio del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, que se conserva como archivo.




				

					2 Un análisis certero de la austeridad republicana en Elizondo Mayer-Serra, 2020.




				

					3 La convocatoria se puede ver en <https://libros.conaliteg.gob.mx/Convocatoria_2021.pdf>.




				

					4 La versión íntegra de la carta se puede consultar en <https://www.24-horas.mx/2019/03/26/este-es-el-texto-integro-de-la-carta-que-envio-amlo-al-rey-de-espana-docto/>.
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